PROYECTO DE LEY
El Senado y la Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con fuerza de

LEY

 SERVICIO EDUCATIVO MUNICIPAL

Artículo 1: Reconócese el servicio educativo prestado por las Municipalidades, a través del sistema educativo provincial, y constituido por las unidades    funcionales creadas al efecto que abarcan  los  distintos  niveles  y  modalidades   de la educación, como servicio de educación pública de gestión estatal, garantizando la igualdad,  gratuidad y equidad en el ejercicio de este derecho.

Artículo 2: Los docentes del servicio educativo municipal percibirán como mínimo salarios equiparados a las remuneraciones básicas, bonificaciones, compensaciones, asignaciones y beneficios previsionales y sociales, con los del personal docente de igual función, cargo, categoría y responsabilidad docente del orden provincial de gestión estatal en todos sus niveles. En materia previsional estarán sujetos al mismo régimen que sus pares provinciales.

Artículo 3: El reconocimiento establecido por la presente, implicará el aporte provincial del ciento por ciento (100 %) de todos los pagos indicados en el artículo precedente. Quedan comprendidos en estos aportes todos los depósitos patronales que deban efectuarse en razón del sistema previsional y asistencial vigente, las licencias y las suplencias en el régimen previsto en la Ley 10.579 Estatuto del Docente de la Provincia  de  Buenos Aires.

Artículo 4: Los recursos necesarios para la construcción, instalación,   equipamiento y mantenimiento  de  las  unidades funcionales,  así como los gastos relacionados  con  el  personal  no  docente  y  auxiliar,  estarán  a  cargo  de  las  respectivas Municipalidades, sin que ello imposibilite posibles aportes de la Provincia en  carácter de subsidio y apoyo al desarrollo del servicio.

Artículo 5: La creación de nuevos servicios educativos por parte de las Municipalidades, se coordinará entre la Dirección General de Cultura y Educación y las comunas respectivas.

Artículo 6: La Dirección General de Cultura y Educación dispondrá la  creación de un área administrativa específica encargada de las tramitaciones correspondientes a la habilitación y funcionamiento de los servicios educativos municipales, incluyendo tanto la supervisión administrativa y pedagógica como la administrativa-contable. 
Artículo 7: La administración de los servicios educativos prestados por las   Municipalidades, con inclusión de los aspectos técnicos pedagógicos, estarán a  cargo de sus dependencias competentes en la materia, a quienes corresponderá el nombramiento y remoción de todo el personal técnico, administrativo y  docente. Será de aplicación la Ley 10.579 -Estatuto del Docente de la Provincia  de  Buenos Aires-  en todos los municipios que no cuenten con Estatuto del Docente propio, y en todos aquellos aspectos en que los derechos de los docentes sean inferiores a los legislados provincialmente.

Artículo 8: Los servicios educativos prestados por las Municipalidades podrán ampliar los contenidos curriculares de las diversas modalidades de la enseñanza  de acuerdo con el sistema educativo provincial, pudiendo asimismo otorgar  adicionales al personal, quedando a su cargo la totalidad de los gastos que demande la implementación de los mismos.

Artículo 9: A los fines de la presente, la Dirección General de Cultura y Educación reglamentará las condiciones exigidas para autorizar el funcionamiento de los servicios, no pudiendo las mismas superar los requisitos mínimos exigidos para  los establecimientos educativos provinciales.

Artículo 10: El Poder Ejecutivo implementará un régimen de promoción técnico - financiero para la creación y desarrollo de servicios educativos municipales destinado a todas las comunas que lo requieran.

Artículo 11: El Poder Ejecutivo asignará las partidas necesarias para la prestación adecuada de los servicios educativos municipales, en el presupuesto anual de gastos. 

Artículo 12: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

FUNDAMENTOS

Introducción

El derecho a la educación surge tardíamente en la historia de las libertades públicas y, a pesar de su gran importancia, se incorporó con gran retraso al grupo escogido de los derechos humanos. Fue la Revolución Francesa la que esbozó los criterios modernos en esta materia, al poner el acento en la educación pública como meta y fin de los ideales de igualdad. En el esquema de la Revolución, los servicios educativos públicos al alcance de las mayorías constituyeron una parte medular.

La instrucción pública, cuyos antecedentes los encontramos en la antigüedad, adquirió de esta manera un nuevo y más abarcador sentido. Ya no se trataba, como lo recomendaba la política y la ética griegas, de utilizar la instrucción pública como medio de educar a una clase social determinada, a una minoría selecta, sino de poner al alcance de la clase mayoritaria sus beneficios; es decir, democratizar la enseñanza.

Detrás de esas ideas estaba otra: la educación emancipa, porque hace posible el pleno desenvolvimiento del talento, las destrezas y las aptitudes individuales, al propio tiempo que capacita a cada persona para luchar eficazmente contra lo que menoscabe su condición humana.

Con la Revolución Francesa y su contemporánea, la Independencia de los Estados Unidos de América, quedó arraigado el concepto de la educación como tarea esencial del Estado, para ilustrar a los ciudadanos y realizar los ideales democráticos.

La Declaración Universal de los Derechos Humanos, proclamada en París el 10 de diciembre de 1948 por la Asamblea General de las Naciones Unidas, consagró para siempre que "toda persona tiene derecho a la educación".

Como lo señala Adolfo Posadas, citando al autor de la Sociología Pura -M. Ward-: "… por otra parte la enseñanza pertenece a esa categoría de empresas humanas que no pueden someterse a la acción de la ley económica de la oferta y la demanda. No puede regirse por los principios comerciales. No hay 'demandas' de enseñanza en el sentido económico; el niño no conoce su valor, y los padres rara vez la desean. La sociedad es el único interés que la pide y la sociedad debe satisfacer su propia demanda. Los que fundan instituciones de enseñanza o fomentan las empresas de instrucción se ponen en el lugar de la sociedad; obran y hablan por ella y no para un interés económico dado. La acción de la sociedad,  inaugurando y estableciendo un sistema de enseñanza, por defectuoso que sea, es sin duda la forma más rica en esperanzas realizada hasta aquí por el hacer colectivo. Esta acción tiene un gran alcance, aun ahora, y en el porvenir significa nada menos que la apropiación social completa de la obra individual que ha civilizado el mundo".

Para quienes concebimos que educar es posibilitar el desarrollo pleno de la personalidad del hombre, es despertar aptitudes y talentos, es suscitar la iniciativa creadora y transformadora del hombre, la educación se convierte en una prioridad para la sociedad y no hay mejor inversión que la de la enseñanza. La educación es una herramienta de promoción individual y de emancipación colectiva, un resorte del desarrollo de la actividad económica y social, un lugar privilegiado de aprendizaje de la democracia y un instrumento para la comprensión de nuestra identidad cultural y de la de otros pueblos, todo al mismo tiempo.

La concepción democrática basada en la creencia de la igualdad esencial de todos los seres humanos, no es fruto de criterios demagógicos o antojadizos, sino que recoge la tradición histórica del pueblo argentino y de sus hombres más generosos en la construcción de la Nación, que fuera plasmada en principios fundamentales en disposiciones legales y sostenida fervorosamente por todos los que anhelan el bienestar de las mayorías nacionales.

La Revolución del 25 de mayo de 1810 señaló el incremento de la responsabilidad del Estado en la educación pública.

Afirmaba el Dr. Manuel Belgrado, en su autobiografía: "...uno de los principales medios que se deben adoptar a este fin son las escuelas gratuitas, donde puedan los infelices mandar sus hijos, sin tener que pagar cosa alguna por su instrucción...". Coherente con este principio, defendió la educación pública en todas sus formas, hasta culminar con la donación de un premio de $ 40.000.- para crear escuelas en el interior del territorio nacional.

El Dr. Mariano Moreno -otro de los precursores de la educación- impulsó con todas sus fuerzas el papel de los organismos públicos en el desarrollo de la educación y la implantación de su gratuidad. Como Secretario de la Junta expresó: "...todos han visto con dolor destruirse aquellos establecimientos de los que únicamente podría esperarse la educación de nuestros jóvenes, y los buenos patriotas lamentaban en secreto el abandono del gobierno, o más bien su política destructora, que miraba como un mal de peligrosas consecuencias la ilustración de este pueblo".

Es bien conocida la constante preocupación del Libertador General José de San Martín por la educación popular, como lo demuestra su actuación en Cuyo y lo ratifican sus propias palabras en ocasión de donar $ 10.000.- para la formación de una biblioteca pública en Santiago de Chile: "... yo deseo que todos se ilustren en los sagrados derechos que forman la conciencia de los hombres libres". Más tarde, en Lima crea la Biblioteca Nacional a la que donó sus libros personales.

Esteban Echeverría, Juan María Gutiérrez, Marcos Sastre, Nicolás Avellaneda, Bartolomé Mitre, Eduardo Tilde, y especialmente Domingo Faustino Sarmiento, defendieron la educación pública. Con esta política se sanciona en 1884 la Ley 1420 de Educación Común, que fijaba en su Artículo 5º el principio elaborado y defendido por decenas de años: "La gratuidad de la enseñanza".

"De este principio imprescindible hoy nace la obligación de todo gobierno de proveer de educación a las generaciones venideras..... La condición social de los hombres depende muchas veces de circunstancias ajenas a la voluntad. Un padre pobre no puede ser responsable de la educación de sus hijos, pero la sociedad en masa tiene interés vital en asegurarse que todos los individuos que han de venir con el tiempo a formar la Nación, estén por la formación recibida en su infancia, preparados suficientemente para desempeñar las funciones sociales a que serán llamados", nos dice Domingo Faustino Sarmiento en “Educar al Soberano”.

Los gobiernos populares encabezados por Hipólito Yrigoyen y Juan D. Perón dieron un fuerte impulso a estos principios, no solo creando escuelas, hogares-escuelas y todo tipo de establecimiento educacionales, sino también mejorando las condiciones sociales y económicas del pueblo.

El imperativo de un sistema democrático no es seleccionar a los mejores, descartando al resto, para desarrollar solo las aptitudes de los más dotados, sino permitir el despliegue del potencial de cada miembro de la comunidad.

Educación y democracia establecen una fecunda relación de enriquecimiento mutuo. La democracia da un sentido fecundo a la educación y la educación fortalece las raíces de la democracia. Democratizar la educación es generalizarla, es posibilitar el acceso al sistema de enseñanza primaria, secundaria y universitaria, del mayor número de habitantes. La misión de la educación ya no se limita, en efecto, a una formación básica de mayorías seguida de una formación selectiva de las minorías.

"En la República Argentina la escuela pública nació con una fuerza que se irradiaba hacia afuera, y esta educación que nos interesa desde el punto de vista formal e informal tiene para nosotros el objetivo de formar al joven en su conducta respecto de los otros, respecto del medio ambiente y consigo mismo. 

Ante el avance de la tecnología de los medios de comunicación y la sanción de leyes inadecuadas en esa materia, la educación formal se ha transformado en un apéndice diario totalmente incapaz de neutralizar el contenido y la filosofía negativas que pueblan estos medios, respecto de los cuales las normas sancionadas han permitido una concentración del poder informativo como existe en muy pocos países del mundo. Así se irradian fundamentalmente los valores de una sociedad consumista degradada y degradante.

Mientras se sigue hablando de posibles estructuras y reglamentaciones, el objeto de la educación es el niño como ser trascendente. Pero tenemos muy poco respeto por esa trascendencia, porque vemos a diario multiplicarse los niños de la calle. No tenemos respuesta para ello. Cada vez es más incierto el futuro de un mayor número de niños y el destino de estos, educados en la calle frente a lo peor, se agrava. Pareciera que hay niños más trascendentes y otros que lo son menos. 

Los grandes temas de nuestra educación, son los valores morales y nacionales que brillan por su ausencia en la educación argentina formal e informal. Es la educación en el valor del trabajo y de la producción. Es la inserción del trabajo como práctica educativa en todos los niveles de la enseñanza, y esto esta ausente. 

En nuestro país la escuela pública va desapareciendo, quizá no como dependencia administrativa sino como basamento de la construcción de una Nación". Así se expresó el Diputado Nacional Guillermo Estevez Boero en el debate en general de la Ley Federal de Educación en la sesión del 26 de agosto de 1992.

En materia de salud y de educación, el Estado debe bregar por crear la igualdad de oportunidades. El acceso en calidad y cantidad no puede ser tabulado económicamente, porque los únicos perjudicados serán los que tengan menos posibilidades económicas. Para nosotros, la educación es un derecho y todos los niños tienen derecho a alcanzar todos los niveles de la enseñanza. 

En la Argentina, que es tan vasta y desigual a nivel social como lo es en su geografía, tomar decisiones desde un confortable despacho a cientos de kilómetros de las escuelas, no dio buenos resultados a lo largo de la historia. 

Centralizar todos los mandatos y recomendaciones desde el Ministerio de Educación de la Nación, enclavado en la Capital Federal, a distancias luz de la realidad de las escuelas puneras o patagónicas, de la montaña o del desierto, tuvo durante años el beneficio de intentar poner en pie de igualdad la educación de todos los chicos de cualquier región, pero ello significó por otro lado la desatención de las necesidades de primer orden, como la desnutrición o la falta de edificios.

En el caso de la Provincia de Buenos Aires, con su gran extensión territorial y diversidad regional, la centralización de la gestión educativa, no permite responder a las necesidades educativas, en calidad y cantidad, requeridas en el siglo XXI. La última tendencia de las políticas educativas, en gran parte de los países, es lograr la mayor autonomía institucional y pedagógica de las escuelas; es decir que se conduzcan y tomen decisiones más cerca de los responsables de ejecutar la enseñanza. 

En su momento, Juan Carlos Tedesco, siendo Director del Bureau de Educación de la UNESCO, puso como un buen ejemplo de la transición hacia la autonomía, la experiencia del municipio de San Pablo, donde tras una larga discusión se decidió la descentralización. Para Tedesco, además de la autonomía, la escuela del futuro deberá ser total, hacerse cargo de lo afectivo, de las diversidades culturales y de las nuevas tecnologías.

Para nuestra realidad, primero habrá que resolver algunas cuestiones que hacen a la jerarquización de quienes serán los ejecutores de la autonomía, que son los docentes. Las demostraciones y reclamos de los mismos, en distintos puntos del país para pedir fondos destinados a la educación, son la muestra de que, en materia de diseño de las políticas, es mejor empezar por el principio.

En los municipios no se ignora la existencia de zonas donde se impone la creación de escuelas públicas en las que puede realizarse -siquiera sea paulatinamente- el ideal de una escuela que no gravite en los ya magros presupuestos familiares, tal como la proclamara la sabia Ley 1420 de indiscutida inspiración sarmientina.

Al proyectar esta tarea en favor y en defensa de la escuela pública argentina, de la formación de nuestra niñez y de adhesión al propósito de eliminar todo síntoma de analfabetismo y semianalfabetismo, las comunas ejercen un derecho tanto como un deber municipal.

Corresponde a la Provincia proteger y promover la enseñanza primaria en el ámbito de su territorio, creando y sosteniendo las escuelas que sean necesarias para la educación de la niñez, según expresaba la Ley Nº 5650.

Por la misma, se reconocía a las personas jurídicas de existencia necesaria, según la clasificación del Código Civil, el derecho a crear institutos educacionales. También podían crearlos las personas jurídicas privadas y los particulares, previa autorización de la dependencia provincial competente.

Para obtener esta autorización debían acreditar la existencia de local e instalaciones adecuadas, personal idóneo y responsabilidad pedagógica y moral. “Es la Municipalidad una persona jurídica de existencia necesaria"; según manifestaba el entonces Intendente de Gral. Pueyrredon Jorge R. Lombardo, al fundamentar su proyecto de creación y mantenimiento de escuelas. 
Antecedentes del Servicio Educativo Municipal 

Ante el grave problema educacional que vivían los grandes centros urbanos de la Provincia de Buenos Aires a comienzos de la década del '60, en el Partido de Gral. Pueyrredon, la administración comunal del Intendente Jorge Raúl Lombardo, tomó la iniciativa de abrir establecimientos educacionales en los barrios más carenciados donde existía un evidente déficit del servicio educativo provincial.

Esta decisión registra un primer antecedente en el año 1925, cuando el entonces intendente Teodoro Bronzini, a instancias del Consejo Escolar del distrito, proyectó la construcción del edificio donde funciona todavía la Escuela Nº 18, arrendado a la Provincia.  El Intendente Juan A. Fava  adjudicó la obra que se inauguró el 8 de julio de 1926, siendo jefe de la comuna aquel gran ciudadano que fue don Rufino Inda.

Luego de este período, y hasta fines de la década del cincuenta en que vuelve el socialismo a conducir esta comuna por el voto popular, las diversas administraciones municipales no continuaron con estas iniciativas educativas. En la última Intendencia de Teodoro Bronzini se retomo la política de entregar edificios para fines escolares a la provincia, tal el caso de la Escuela Nº 45.  
Con la asunción del socialista Jorge R. Lombardo como Intendente, y ante las dificultades de las anteriores gestiones del mismo signo por lograr que la provincia acepte los establecimientos cedidos por la comuna para tal fin -a lo que se sumaba la demanda de los vecinos de las zonas urbanas periféricas por contar con escuelas en sus barrios-, se decidió impulsar una nueva política educativa. La misma consistiría centralmente en crear servicios educativos municipales.

Por Decreto-Ley 11.840, de fecha 4 de octubre de 1963, el Gobierno de la Intervención Federal en la Provincia de Buenos Aires dispuso la equiparación de las retribuciones del personal docente de las escuelas no oficiales y la ayuda financiera del Gobierno a las escuelas privadas que no se encontrasen en condiciones de abonar las retribuciones establecidas en el Artículo 1º de dicha norma.

Era evidente que el espíritu de la Ley era lograr la colaboración del Estado y de las escuelas privadas para extender los beneficios de la educación y combatir el analfabetismo, cuyos índices se manifestaban en aquellos años en forma alarmante en todo el país.

El Intendente Lombardo consideraba que los beneficios del Decreto-Ley debían extenderse a los municipios, para poner en manos de los gobiernos locales, que constituyen la expresión de la voluntad popular, un recurso de verdadera utilidad, cual es el de la subvención para los establecimientos de primera enseñanza creados por los mismos.

Entendían las autoridades municipales que, en acción armónica y de franca colaboración con los vecindarios, podrían crear escuelas si contaran con el aporte del Gobierno Central, en igualdad de condiciones que las escuelas privadas.

Ello sería factible si el referido Decreto-Ley extendiera sus beneficios a las municipalidades, lo que se consideraba no debería encontrar dificultades.

De lograrse esta ampliación, sería posible que numerosos comunas se acogieran a los beneficios del Decreto-Ley y con la ayuda del Estado Provincial establecieran escuelas en los lugares donde las mismas fueran necesarias.

La gestión tuvo éxito. La Honorable Legislatura de la Provincia introdujo la modificación solicitada y los beneficios de esa ley -hasta entonces reservados para las escuelas privadas- se extendieron a los municipios, los que podrían a partir de la promulgación de dicha norma crear escuelas  
El Gobierno de la Provincia de Buenos Aires en ese entonces no estimó competitiva la creación de escuelas por los municipios. Tampoco lo entendió de esa manera el Honorable Concejo Deliberante de la Municipalidad de Gral. Pueyrredon. Los representantes de todos los bloques que participaron de esa sesión se pronunciaron favorablemente, y con elogio, respecto a esa apertura de la comuna al siempre deficitario campo de la educación pública.

Así, el 2 de marzo de 1964, dicho municipio solicitó a las autoridades educativas provinciales la posibilidad de crear escuelas y también, de ser factible, adherirse al Decreto-Ley 11.840 sobre equiparación docente previsto para los establecimientos no oficiales, es decir que no dependían del organismo competente en materia educativa de la Provincia, lo cual recibió dictamen favorable. 
De resultas de esta tramitación, surgió el Decreto-Ley 14794/64 en cuyos considerandos, el por entonces Ministerio Educación de la Provincia de Buenos Aires expresaba: "...que es decidido propósito del Poder Ejecutivo difundir la enseñanza en sus diversos grados estimulando para ello a todos los sectores sociales a participar activamente en esa promoción y alentando la iniciativa de los municipios, comunidades locales y religiosas, familias e instituciones de bien público"; "… que una adecuada reglamentación permitirá a la vez utilizar al máximo las energías de la sociedad, muchas veces inactivas, garantizar los derechos maternos y familiares, cuya consolidación interesa hoy más que nunca en beneficio de niños y adolescentes”.

En su parte resolutiva, el mencionado Decreto-Ley establecía: “Artículo 1- Como consecuencia de lo dispuesto en el Art. 3 primera parte de la Ley de Educación de la Provincia de Buenos Aires Nº 5650, las escuelas dependientes de los Municipios o de la Iglesia Católica, se denominarán Escuelas Reconocidas y deberán regirse por las normas del presente Decreto. Artículo 2- Serán considerados Escuelas Municipales, aquellos establecimientos que hayan sido creados o municipalizados por cualquiera de las Comunas de la Provincia de Buenos Aires, y sean dirigidos o sostenidos por las mismas, ya sean directamente o a través de un organismo autárquico. Artículo 4- Los títulos y certificados de los estudios cursados en las Escuelas Municipales serán expedidos por el mismo establecimiento, certificados por el Intendente Municipal y registrados y legalizados en la Dirección General de Escuelas”.
Asimismo, el Decreto establecía que los locales debían reunir condiciones de higiene y pedagógicas satisfactorias a juicio de los organismos competente de la Dirección General de Escuelas. En cuanto a los planes de estudio, horarios, número de horas, días de clase, conocimientos impartidos, se aplicarían los mismos que en los establecimientos provinciales. Solo el Intendente Municipal podía elevar a la Dirección General de Escuelas las solicitudes de reconocimiento de los establecimientos escolares municipales.

En las sesiones del 25 y 26 de noviembre de 1964 se efectivizó la creación de tres escuelas municipales, en locales precarios, en virtud de la Ordenanza Nº 2477, sancionada unánimemente por el Honorable Concejo Deliberante, a iniciativa del Departamento Ejecutivo del Partido de Gral. Pueyrredon.
En el mensaje que acompaño el proyecto, el Señor Intendente Municipal Jorge Raúl Lombardo resaltó, entre otros aspectos, lo siguiente: "El extraordinario y pujante desarrollo de la ciudad, manifestado con la creación de nuevos barrios densamente poblados, trae aparejado diversos problemas que la autoridad municipal esta en el deber impostergable de contemplar y atender en la medida de las posibilidades de la comuna.

Uno de los problemas que gravita más fundamentalmente y constituye motivo de onda preocupación para el  Departamento Ejecutivo, es el que se relaciona con la instrucción primaria por la falta de establecimientos educacionales, cuya creación no pudo ser prevista oportunamente por las autoridades respectivas.

La Municipalidad se haya en el deber de suplir esta carencia de escuelas, creándolas en los barrios donde se carezca de tan valioso instrumento de civilización y cultura, especialmente en la periferia donde mas notoria es la falta de establecimientos de primera enseñanza y donde, por tal motivo, la deserción escolar arroja índices más pronunciados”.

Con este signo auspicioso comenzaron a funcionar en locales cedidos, precarios y rápidamente levantados, las tres primeras escuelas municipales que desarrollarían una actividad civilizadora en tres barrios necesitados de ellas.

Años más tarde, Lombardo recordaría: “La ubicación de las tres primeras Escuelas Municipales surgió como una sentida necesidad social, a través de solicitudes de las Sociedades de Fomento y de padres y madres, en barrios necesitados de atención escolar, alejados todos de otras escuelas primarias: en Barrio Faro Norte, la más cercana a treinta y dos cuadras; en Barrio El Martillo, la más cercana a veinte cuadras y en Barrio Libertad, la más cercana a doce cuadras (Escuela Nacional).

También se realizaron censos a través del cuerpo de visitadoras sociales del Servicio Municipal, que corroboraron los requerimientos de las comunidades solicitantes. Como no resulta difícil de comprender, el derecho de la Municipalidad a crear Escuelas estaba perfectamente definido. Por otra parte, en materia de necesidades públicas, estamos convencidos que es la Municipalidad de cada ciudad el organismo institucional más idóneo para verificarlas, comprenderlas y resolverlas. 

El propósito del Departamento Ejecutivo, no solo se dirigió a cumplir la finalidad de proveer de educación primaria a los barrios, sino a la de convertir a esas escuelas en la expresión pedagógica más moderna. Entre otros aspectos, los edificios proyectados servirían también como centros artesanales del Instituto Municipal de Estudios Superiores; y además permitirían la creación del Club de Muchachos en cada uno de ellos. Cumplida esta etapa de realizaciones en favor de la educación, se tiene en consideración el proyecto de creación de la Escuela Municipal por Televisión elevado el 6 de agosto de 1965, para posteriormente acentuar la política de creación de Jardines de Infantes”.

A partir de la creación de aquellas tres primeras escuelas, este municipio edificó y puso en funcionamiento Jardines de Infantes, iniciando así la conformación de un servicio educativo municipal que tuvo continuidad con la construcción de más escuelas primarias, secundarias, artísticas y de formación profesional; servicio que hoy brinda educación a miles de niños y jóvenes marplatenses.

Fundamentación política del Intendente Lombardo para la creación del servicio educativo municipal
Expresaba el Intendente Jorge Raúl Lombardo: "El reclamo nacía de lo más modesto del pueblo trabajador y esencialmente de las madres. Cuantas veces a lo largo de las campañas electorales, por los barrios de Mar del Plata escuchábamos el repetido reclamo de una escuela, que nos conmovía hasta lo más intimo. Íbamos en procura de un inventario de las necesidades de cada sector de la ciudad, queríamos escuchar de los labios de los que sufrían en carne propia las falencias del equipamiento urbano, la enumeración detallada de sus problemas para conjugarlos con las posibilidades de solución en manos de la Municipalidad y formular así las prioridades para el trabajo que nos esperaba al frente de esta gran urbe del Atlántico.

Antes que todo, en no pocos barrios, los vecinos nos hablaban de escuelas y nos pedían tranvías viejos para convertirlos en aulas. El habilitar escuelas en cualquier parte era nuestra meta, construir sus edificios y prestar calor a su funcionamiento, fue nuestra preocupación y no era menor nuestro interés por favorecer la concurrencia de los niños a las escuelas.    

Las escuelas municipales abrían una ruta nueva para resolver el grave problema de la educación popular en la Provincia de Buenos Aires, que se disponían a recorrer, a la luz de esta experiencia, no pocos municipios resueltos también a aliviar con su acción el sensible déficit de aulas que presenta su territorio.   

Habría sido una contribución efectiva y patriótica para prever con tiempo el problema que se le planteará al país mañana; ese mañana que ya es hoy y lo estamos dejando pasar.

Hacían falta, pues, jardines de infantes, escuelas primarias, centros de aprendizaje de oficios y motivaciones para que la adolescencia y la juventud quemaran sus energías en actividades nobles y útiles, tanto como plazas para el recreo público, centros para la atención de la salud, alumbrado, pavimentos, aguas corrientes y todas aquellas obras de infraestructura que constituyen la razón de ser de la existencia del régimen municipal".

Estas acciones respondían y responden a la vocación por la educación popular del socialismo que abreva en las fuentes de nuestra formación ideológica. 

No es casual, por lo tanto, que gestiones comunales socialistas no se hayan conformado con una Municipalidad que mendigara a los poderes centrales la creación de escuelas, gestión por cierto repetida hasta el cansancio, ni tampoco con aquel municipio -que en su época pudo ser considerado como modelo-  que de vez en cuando construía en la medida de sus fuerzas algunos edificios escolares. 

La experiencia sobre lo negativo de la persistencia en esta política les sobraba a estas administraciones, hecho que desalentaba cualquier propósito de intentar transitar nuevamente por el camino de las peticiones y las gestiones.

Haciendo referencia a ello, Lombardo expresaba: "Una larga tramitación ante el Ministerio de Educación de la Provincia determinó la cesión del edificio para que funcionara la escuela Nº 45, donado a la Municipalidad por una empresa constructora. La llegada de los bancos y pizarrones tardó casi tanto tiempo como el que demandó la construcción del edificio.

Cada día que un niño pierde no lo recupera jamás. Queríamos, y lo hicimos, vencer la timidez y ahuyentar los temores a echar sobre el presupuesto municipal la nueva carga que significaba crear escuelas y abrirlas, sin pedir permiso, a los hijos de todos los vecinos necesitados de una maestra y un banco.

Cuando esbozábamos nuestro programa de gobierno, a fines de 1961, ya le dimos a esta idea de impulsar en términos nuevos la educación popular, la forma de una promesa y un compromiso.

Como lo dejamos consignado, esa idea era impulsada de abajo. Desde lo más puro, lo más ingenuo y lo más noble del corazón y la conciencia del pueblo. De lo más santo, como le gustaba decir a Juan B. Justo.

Esta cruzada de suyo espinosa, y que iba a chocar también con no pocos intereses creados, algunos económicos, otros políticos, los más de predominio, no era la única que en la materia nos habíamos propuesto.

Si hasta se llegó a interrogarnos con actitud inquisidora, sobre cuáles eran nuestros derechos para crear escuelas, como si pretenderlo pudiera constituir  delito de lesa patria….
Tras afirmar que los teníamos, también alguna vez debimos responder con pasión cuando se nos reprochó que si tales derechos hubieran sido ajenos a la función municipal, desdeñaríamos los inconvenientes que pudiera esta circunstancia representarnos, siempre y cuando, como en este caso, se tratara de defender el futuro de la ciudad y del país.

Esta expresión nuestra, que reconocemos no ajustada a las formalidades del rigor convencional, indignó a no pocos demócratas de aquellos que estiman ser fieles a la democracia ejerciendo una continua y ruidosa oposición a todo esfuerzo ajeno, por fecundo y desinteresado que este sea.

No era, empero, cuestión de atropellar ningún derecho. Al contrario, el que asiste al municipio tiene raíz constitucional y legal, aunque raramente lo haya ejercido. El derecho de aprender y enseñar, reconocido a todo habitante de la Nación Argentina, no podía ser desconocido a la Municipalidad".

Se debe destacar que, por ese entonces y tal como ocurre en nuestros días, la legislación educativa provincial favorece pecuniariamente a las escuelas privadas; de tal forma mal podía haberse reprimido la presencia de escuelas municipales. Ya se había obtenido, coincidentemente con el propósito de fundarlas, que se las incluyera en aquellos beneficios explícitamente.

No eran pocos los argumentos en favor de esa postura. El Intendente Jorge R. Lombardo expresaba: "La disminución de las escuelas estatales  en proporción al crecimiento de la población en edad escolar y la proliferación de escuelas privadas, confesionales o no, en desmedro de la escuela pública gratuita, laica y obligatoria preconizada por el Congreso que dio al país la Ley 1420; el alto costo de los textos escolares y su influencia en los presupuestos de los hogares más modestos, nos resultaban factores conocidos para robustecer nuestra tesis. Y no se suponga que, en ningún momento, desmerecíamos el concurso prestado por la escuela privada a la causa de la educación. Esta ocupó el vacío que dejó la escuela pública en su constante y desventajosa lucha contra las magras partidas que los presupuestos asignan a este rubro fundamental, y cuyos montos se calcularon siempre en proporción inversa a sus necesidades.

No habrá solución para el problema de la educación popular si las Municipalidades no llevan hasta su último extremo este deber. No ya solo seis escuelas municipales, sino todas las que funcionan en el distrito, paulatinamente, tendrán que pasar a depender del municipio.

Como vamos a pensar en transformar el país, en sectores más profundos como los que hacen a nuestra economía y nuestra organización política, si hay quienes pretenden disminuir las atribuciones municipales y consideran, asustados, que la educación popular es una carga.

Si no hay aptitud para aumentar la eficiencia del sistema educacional mediante la descentralización imprescindible, aunque choque con violencia contra ciertas costumbres, que podrá esperarse de los demás, de todo aquello que la juventud espera para el futuro. La revolución hay que hacerla. Sin duda todo el pueblo quiere que se haga. Pero no para atrás".

Las estadísticas del servicio educativo

Nivel Nacional

Comparando los datos de los Censos Nacionales de Población y Viviendas de 1991 y 2001, Argentina pasó del 96% al 98% en la tasa de escolaridad de la población de 6 a 12 años. Paralelamente, la población de 5 años que asistía a establecimientos educativos de nivel inicial bajó del 82% al 78,8%. En 1991 se había registrado un 59% parra los de 4 años y un 29% para los de 3 años; mientras que en 2001 los datos indicaron para 4 años un nivel del 48,22% y para 3 años un 29,9%. 

Debe tenerse en cuenta que, salvo en algunas provincias -y solo para los niños de 5 años- la educación inicial no era obligatoria en 1991. Por lo tanto, la oferta pública esta menos extendida que en el nivel primario y no siempre facilita el acceso a los sectores de menores recursos. De allí que resulte elevada la participación de los establecimientos privados al considerar dicho nivel.

Al analizar la tasa de asistencia de niños de 3 a 5 años y la incidencia de la pobreza estructural en las jurisdicciones, se reflejan las restricciones provenientes de la situación de las familias. Estas limitaciones son, por un lado, de tipo económico, en el sentido que los niños de los hogares más pobres tenderán a concurrir en menor medida a un nivel no obligatorio y donde el Estado no asegura la cobertura universal. Pero también existe una restricción, que podría denominarse cultural, y a la cual contribuye el reducido nivel educacional de los padres de los hogares cadenciados, en el marco de una inadecuada infraestructura pública.

La dificultad de los sectores de menores ingresos para concurrir a establecimientos de educación inicial es un factor que, sin dudas, condiciona fuertemente su capacidad para aprovechar adecuadamente la educación de los próximos niveles. Por lo tanto, parece estar funcionando en toda su potencialidad un mecanismo que contribuye a debilitar la reproducción intergeneracional de la pobreza.

Sin embargo, contemplando cifras de los Censos de 1991 y 2001 sobre niveles de educación alcanzados por la población total del país de 15 años y más, se verifica que: de un 3,4% que nunca asistió a establecimientos educativos se pasó a 3,21%; mientras que del 19.5% que no completo el primario se pasó en 2001 a 12.4%. En 1991 había completado el nivel primario el 32.3%, reduciéndose al  31,32% en el 2001. Mientras que en el otro extremo se pasó del 3,3% al 3.5% quienes tenían estudios universitarios completos.

Cabe destacar que, de acuerdo a datos de la misma fuente, el sector estatal cubre el 76% de la matricula total, siendo la discriminación por niveles: inicial 69.2%; primario 79.9%, medio 70.4%; superior no universitario 71.3% y otros 87.6%. Cubriendo el sector privado el resto de la matricula en cada nivel.

Nivel Provincia de Buenos Aires

Comparando los censos de 1991 y 2001, la Provincia de Buenos Aires pasó de registrar el 96% y el 98% respectivamente de asistencia de niños de 6 a 12 años a escuelas de nivel primario. La población de 5 años que asiste a establecimientos educativos de nivel inicial creció del 73% al 83%. Con referencia al nivel de educación alcanzado por la población de 15 años y más de la Provincia de Buenos Aires (8.951.877 en 1991 y 10.148.270 en 2001), pasó de un 2.6% a 3.21% los que nunca asistieron a establecimiento educativo alguno, mientras respecto al primario incompleto las cifras fueron del 17.8% al 12.4%. Teniendo estudios universitarios completos solo el 2.4%, en 1991, y 3.5% en 2001. 

Según el Ministerio de Educación de la Nación, nuestra provincia se encuentra entre las 10 que más empeoraron en repitencia primaria, registrando en 1994 un 3 %, porcentaje que creció al 8.17% en el 2006. En cuanto a la repitencia secundaria subió del 8.4% en 1994 al 9.5 % en 2006.

Otro dato de interés lo constituye la antigüedad de los edificios escolares estatales. De 7.349 edificios censados en 1996 el 46.8% tenía una antigüedad mayor de 31 años.

Durante las últimas décadas, la disminución de los recursos destinados a la educación ha llevado a un incremento proporcionalmente mayor del sector privado sobre el estatal. El incremento de la matrícula derivada del crecimiento vegetativo de la población, al no poder ser cubierta totalmente por la infraestructura del Estado, encontró en los emprendimientos privados la posibilidad de garantizar la educación de los niños. 

En la Provincia de Buenos Aires existían a mediados de la década pasada 3.951 establecimientos de gestión privada. Actualmente llegan a 6.269, lo cual representa un  33% del total (18.946). Cabe destacar que en este último grupo están incluidos los pertenecientes a los servicios educativos brindado por los municipios (310 en el año 2006), a pesar de corresponder al área de gestión estatal, siendo el servicio público y gratuito.

Situación actual        

Desde hace más de cuarenta años, diversos municipios han conformado sus servicios educativos que cubren los diversos niveles de la enseñanza, desde el nivel inicial hasta el nivel terciario. Sin embargo, a pesar de la importancia que han adquirido estos servicios comunales, desde su inicio no han recibido la jerarquización administrativa necesaria por parte de los organismos competentes provinciales. 

Los mismos siempre han estado dependiendo de la Dirección que tiene a su cargo el contralor de la educación privada: anteriormente la DENO, posteriormente la DIGEP y actualmente la DIPREGEP. Indudablemente esta situación, incomprensible por tratarse de servicios educativos estatales, ha ocasionado múltiples inconvenientes a los municipios, en la medida en que han debido cumplir las mismas tramitaciones que se exigen a establecimientos privados. Esto ha afectado en igual medida al personal directivo y docente por la duplicidad de supervisión administrativa y pedagógica.

Al no existir una vía expeditiva que posibilite facilitar la creación y el reconocimiento de servicios educativos de las comunas, se dificulta la pronta resolución de necesidades educativas que podrían ser cubiertas por el aporte municipal.

Paradójicamente, la  Ley Nacional de Educación Nº 26.206 expresa en su artículo 6º: “El Estado garantiza el ejercicio del derecho constitucional de enseñar y aprender. Son responsables de las acciones educativas el Estado nacional, las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en los términos fijados por el artículo 4º de esta ley; los municipios, las confesiones religiosas reconocidas oficialmente y las organizaciones de la sociedad; y la familia, como agente natural y primario”.
Es decir, las comunas tienen una responsabilidad en la acción educativa a la vez que el servicio municipal es considerado por la Ley como parte del Sistema Educativo Nacional. 

Esta integración no ha sido debidamente valorada en la Ley Provincial de Educación N° 13.688, al ser considerado –el servicio educativo municipal- con un mero carácter complementario y no supletorio. Más aun, no están taxativamente definidos como un servicio de educación pública de gestión estatal. En la práctica son asemejados a los servicios de gestión privada, por lo que entendemos necesaria la adecuación legislativa respectiva, a efectos de regularizar y promover el desarrollo de sistemas educativos municipales que posibiliten el acceso a la educación a todos los habitantes de nuestra provincia, especialmente a los niños y jóvenes.

Un ejemplo de las posibilidades de desarrollo del servicio educativo municipal, es el caso del Partido de Gral. Pueyrredon que ya cuenta con 17 escuelas primarias, concurriendo a las mismas 7.578 alumnos y también con un amplio desarrollo del nivel inicial con 33 jardines de infantes a los que concurren 4.706 niños. El sistema se completa con 10 establecimientos de Enseñanza Secundaria Básica (ESB) con una matricula de 3.306 alumnos, 10 Escuela de Formación Profesional a las que asisten 4.553 estudiantes, 2 escuelas de educación artística con 548 alumnos y un establecimiento de nivel polimodal donde concurren 312 estudiantes. 

En este distrito, la provincia cuenta con 236 establecimientos educativos con una matrícula de 99.273 alumnos, el servicio educativo municipal tiene 75 establecimientos con 21.150 matriculados, mientras que la gestión privada posee 290 establecimientos con una matricula de 105.878 alumnos.

De acuerdo a la información estadística disponible, desde comienzos de la década pasada se observa una disminución en el crecimiento poblacional del país en general, y de la Provincia de Buenos Aires en particular. Estos datos tienen correlación con un estancamiento en la matrícula escolar, que paso de 4.447.537 en el año 2004, a 4.425.920 en el 2006.

Sin embargo, del análisis entre las modalidades de gestión, surge una evidente reducción en la matricula estatal, así como un crecimiento en la privada. La relación entre ambas pasó en el período mencionado del 71% al 69% para la gestión estatal, y del 29% al 31% en la gestión privada.

Esta situación se explicaría por el bajo nivel educativo y la conflictividad que manifiestan los establecimientos de educación estatal, lo que ha generado una transferencia de matricula hacia las escuelas privadas, a pesar del elevado costo de este tipo de servicios educativos.

El crecimiento de la gestión privada, en detrimento de la estatal, también se evidencia en el distrito tomado como ejemplo (Gral. Pueyrredon), que de no existir la importante cobertura de los servicios municipales (10,67%), la relación entre la gestión provincial y privada sería mucho mayor, siendo actualmente del 45,25% y del 44,19% respectivamente, considerando la Educación Primaria Básica. Queda así demostrado el rol importante que pueden cumplir las comunas en el cumplimiento de la responsabilidad del Estado para garantizar el derecho a la educación.

En la Provincia, desde hace ya varias décadas, son muchos los municipios que desarrollaron sistemas educativos que cubrieron diversos niveles de la educación sin el correspondiente marco legal. A pesar de ello ha quedado demostrada su perdurabilidad, como también su eficacia, con lo cual se evidencia la necesidad de su continuidad y, más aún, la potenciación del servicio en un marco legal que lo ubique claramente dentro de la educación pública de gestión estatal.

Nuestra propuesta

El presente proyecto de ley establece un régimen legal que cubre el actual vacío legislativo y posibilita, además, la potenciación de los servicios educativos municipales. Se reconoce el servicio educativo prestado por las Municipalidades, a través del sistema educativo provincial y  constituido por las unidades funcionales creadas al efecto, que abarcan los distintos niveles y modalidades de la  educación, como servicio de educación pública de gestión  estatal.

El reconocimiento establecido por la presente, implicará el aporte provincial del ciento por ciento de todos los pagos a los docentes del servicio educativo municipal, quienes percibirán como mínimo salarios equiparados a las remuneraciones básicas, bonificaciones, compensaciones, asignaciones y beneficios previsionales y sociales, con respecto al personal docente de igual función, cargo, categoría y responsabilidad docente del orden provincial de gestión estatal en todos sus niveles; estando sujetos al mismo régimen que sus pares provinciales. 

Quedarán comprendidos en estos aportes, todos los depósitos patronales que  deban efectuarse en razón del sistema previsional y asistencial vigente, las licencias y las suplencias en el régimen previsto en el Estatuto del Docente de la Provincia  de  Buenos Aires.

En cuanto a los recursos necesarios para la construcción, instalación, equipamiento y  mantenimiento de las unidades funcionales, así como los gastos relacionados  con el personal no docente y auxiliar, deberán estar a cargo de las respectivas  municipalidades, sin que ello impida el otorgamiento de aportes de la provincia en  carácter de subsidio y apoyo al desarrollo del servicio.

Creemos conveniente que la creación de nuevos servicios educativos por parte de las municipalidades, sea coordinada entre las comunas respectivas y la Dirección General de Cultura y  Educación, de manera de evitar la superposición de establecimientos. A tal fin, esta dependencia  provincial dispondrá la creación de un área administrativa específica encargada de las tramitaciones correspondientes a la habilitación y funcionamiento de los servicios educativos municipales, incluyendo tanto la supervisión administrativa y pedagógica como la administrativa-contable. 

Asimismo, resulta conveniente dejar expresamente indicado que la administración de los servicios educativos prestados por las municipalidades, con inclusión  de los aspectos técnicos pedagógicos, estarán a cargo de sus dependencias competentes en la materia, a quienes corresponderá el nombramiento y remoción de todo el personal técnico, administrativo y docente. 

A efectos de tender a una mayor calidad de los servicios educativos, las municipalidades podrán ampliar los contenidos curriculares de las diversas modalidades de la  enseñanza, de acuerdo con el sistema educativo provincial. De igual forma podrán otorgar adicionales al personal, quedando a su cargo la totalidad de los gastos que demande la implementación de los mismos.

También se establece que las condiciones exigidas para autorizar los servicios educativos no podrán superar los requisitos mínimos solicitados para los establecimientos provinciales, de forma tal de garantizar las adecuadas condiciones de habitabilidad y funcionamiento.

De acuerdo con los amplios antecedentes que registran los servicios educativos municipales, como por la destacada labor que han desarrollado en favor de la educación pública estatal, creemos conveniente se establezca un régimen de promoción de estos servicios, mediante la apoyatura financiera y técnica de los organismos provinciales. De esta forma se estará contribuyendo a garantizar el derecho constitucional al "libre acceso, permanencia y egreso a la educación en igualdad de oportunidades y posibilidades"(Artículo 198º in fine de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires) 

